
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Londres, a 23 de junio de 2025 
 
 
 
 
Señor Secretario 
Pablo Saavedra Alessandri 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 
 
Ref.: Solicitud de Opinión Consultiva sobre Democracia y su protección ante el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos - Observaciones escritas de 
Media Defence  
 
En esta ocasión nos dirigimos a usted y, por su intermedio, a la Honorable Corte 
Interamericana de Derechos Humanos a efecto de presentar al Tribunal un escrito de 
observaciones a la solicitud de Opinión Consultiva sobre Democracia y su protección ante 
el Sistema Interamericano de Derechos Humanos presentada por Guatemala ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 6 de diciembre de 2024.  
 
En el presente documento encontrará información que consideramos relevante sobre la 
protección reforzada de las expresiones de interés público en el marco de contextos 
electorales, así como las obligaciones de los Estados para garantizar los derechos de 
quienes integran órganos electorales frente a la desinformación o discursos de odio en 
redes sociales y medios de comunicación. 
 
Como anexo encontrará el documento correspondiente que acredita la representación y 
existencia legal de la organización. Asimismo, informamos que las comunicaciones se 
tendrán por oficialmente recibidas en las siguientes direcciones de correo electrónico: 
carlos.gaio@mediadefence.org;Padraig.Hughes@mediadefence.org;marta.cabrera@medi
adefence.org  
 
Agradeciendo su disposición y atentos a cualquier inquietud por parte suya, 
 
 
 
 
 
Carlos Gaio   Padraig Hughes      Marta Cabrera    
CEO    Director Legal       Abogada       
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1. INTRODUCCIÓN 

1.1 Interés de la organización participante  

1. El 6 de diciembre de 2024 la República de Guatemala (en adelante, “Guatemala”) 
presentó ante la Secretaría de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante, “Corte IDH”, “la Corte” o “el Tribunal”) una solicitud de Opinión Consultiva sobre 
Democracia y su protección ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. La 
solicitud comprende una serie de preguntas que buscan aclarar el alcance de las 
obligaciones estatales para garantizar la protección de la democracia, los derechos 
políticos y la integridad de los órganos electorales, incluyendo medidas para prevenir la 
desinformación, el discurso de odio y la violencia en redes sociales y medios de 
comunicación en los referidos contextos electorales. 
 
2. Media Defence es una organización no gubernamental que brinda apoyo legal y 
financiero para la defensa de los derechos de periodistas, blogueros y medios 
independientes alrededor del mundo. Está basada en Londres y trabaja de cerca con una 
red global de abogadas y abogados con experiencia en derechos humanos, al igual que 
con organizaciones locales, nacionales e internacionales involucradas en la defensa de la 
libertad de expresión. Como parte de su mandato, se involucra en litigio estratégico para 
proteger y promover la libertad de expresión e interviene en casos ante cortes nacionales 
e internacionales, como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Corte IDH, la Corte 
de la Comunidad Económica de Estados del Oeste del África y la Corte de Justicia del Este 
de África. En particular, Media Defence ha intervenido en la remisión de amici curiae en 
los casos ante la Corte IDH Moya Chacón y otro Vs. Costa1 Rica y Palacio Urrutia y otros 
Vs. Ecuador2. 

1.2 Contenido y estructura 

3. El presente escrito de observaciones es respetuosamente presentado para asistir a 
la Corte IDH y brindar información sobre el siguiente bloque específico de preguntas: 

40. En el contexto específico de institucionalidad electoral, ¿pueden las manifestaciones 
públicas, las opiniones en redes sociales y medios de comunicación con un contenido 
inexacto o incitando a impedir una alternabilidad en el ejercicio del poder, materializar 
una afectación a la independencia de los órganos electorales? y, con miras a no vulnerar 
la libertad de manifestación y libertad de expresión de la ciudadanía, ¿qué acciones 
deben implementar los Estados para garantizar los derechos de quienes integran 
órganos electorales, contenidos en los Artículos 1, 5, 8 y 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos? Además, ¿qué estándares deben implementar los Estados 
para prevenir violencia, discursos de odio o desinformación en redes sociales y medios 
de comunicación en contextos de procesos electorales directamente relacionados y el 
sistema democrático de un país? 

 
4. Para este propósito, la intervención se enfocará, en primer lugar, en la importancia 
de la libertad de expresión en una sociedad democrática y, en particular, en el contexto 
electoral. A continuación, se tratarán los temas principales indicados en la pregunta 

 

 
1 Corte IDH. Caso Moya Chacón y otro Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de mayo de 2022. Serie C No. 451. 
2 Corte IDH. Caso Palacio Urrutia y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
noviembre de 2021. Serie C No. 446. 
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previamente especificada. Para ello, se realizará un desarrollo conceptual sobre los 
conceptos de desinformación y discursos de odio y, a continuación, se abordarán los 
estándares internacionales relativos a las obligaciones estatales a la hora de combatir la 
desinformación y los discursos de odio de manera general y cuando afecten a la 
independencia de los órganos electorales y a otros derechos de quienes integran estos 
órganos de manera particular. 

2. IMPORTANCIA DE LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN Y EL ROL 
DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN COMO FUNDAMENTO DE UNA 
SOCIEDAD DEMOCRÁTICA  

5. Un número considerable de instrumentos universales y regionales abordan los 
derechos a la libertad de manifestación y libertad de pensamiento y expresión3. En lo que 
respecta, específicamente, a su relación con una sociedad democrática, la Observación 
General no. 34 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (CDH) sobre el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), señala que el derecho a la 
libertad de expresión incluye, por ejemplo, el discurso político, los comentarios sobre los 
asuntos propios y sobre los asuntos públicos, el proselitismo, el debate sobre los derechos 
humanos, el periodismo, la expresión cultural y artística, la enseñanza y el discurso 
religioso4. También abarca las comunicaciones tanto verbales como no verbales, y todos 
los modos de expresión, incluidos los audiovisuales, los electrónicos y los difundidos en 
internet5. 
 
6. La Corte IDH ha expuesto con mayor profundidad temas como la intrínseca relación 
entre la libertad de expresión y la configuración de una sociedad democrática, señalando 
que “[l]a libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de una 
sociedad democrática” y que la misma “[e]s indispensable para la formación de la opinión 
pública” así como “conditio sine qua non para que los partidos políticos, los sindicatos, las 
sociedades científicas y culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la 
colectividad puedan desarrollarse plenamente” lo que supone, en suma, ”condición para 
que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada” 6 es 
que, “[s]in una efectiva libertad de expresión, materializada en todos sus términos, la 
democracia se desvanece, el pluralismo y la tolerancia empiezan a quebrantarse, los 
mecanismos de control y denuncia ciudadana se empiezan a tornar inoperantes y, en 
definitiva, se crea el campo fértil para que sistemas autoritarios se arraiguen en la 
sociedad”7. En sentido similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos subrayaría esa 
dimensión objetiva desde el emblemático caso Handyside vs. Reino Unido, al afirmar que 
la libertad de expresión “constituye uno de los fundamentos esenciales de una sociedad 

 

 
3 Así, mientras el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) recoge este derecho en su artículo 
19, un contenido similar, aunque con ciertas diferencias, es también reproducido en el artículo 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), el artículo 10 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (CEDH) y el artículo 9 de la Carta Africana sobre los derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP). 
4 Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos. Observación General No 34, CCPR/C/GC/34, de 12 de 
septiembre de 2011, párr. 11. Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2012/8507.pdf 
5 Ibid., párr. 12. 
6 Corte IDH. La colegiación obligatoria de periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 70. Ver también, entre 
muchas otras, Caso "La Última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 68. 
7 Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2004. Serie C No. 111, párr. 86.  
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democrática y una de las condiciones primordiales para su progreso y para el desarrollo 
social”8.  
 
7. Para garantizar la existencia de una sociedad democrática, es obligación del Estado 
promover el pluralismo, canalizado por la existencia de medios de comunicación libres e 
independientes. La Corte IDH ha resaltado el deber de los Estados de no interferir 
(obligación negativa) en la libre actividad periodística, así como en la obligación de 
garantizar (obligación positiva) la independencia de los medios, toda vez que “es 
fundamental que los periodistas que laboran en los medios de comunicación gocen de la 
protección y de la independencia necesarias para realizar sus funciones a cabalidad, ya 
que son ellos quienes mantienen informada a la sociedad, requisito indispensable para que 
ésta goce de una plena libertad y el debate público se fortalezca”9. En este mismo sentido, 
la Corte IDH ha señalado que “los medios de comunicación social juegan un rol esencial 
como vehículos para el ejercicio de la dimensión social de la libertad de expresión en una 
sociedad democrática, razón por la cual es indispensable que recojan las más diversas 
informaciones y opiniones10.  
 
8. Según la Corte IDH, es de especial relevancia que los Estados protejan y garanticen 
el ejercicio de la libertad de expresión en el debate político que precede a las elecciones 
de las autoridades estatales que gobernarán un Estado, toda vez que “la formación de la 
voluntad colectiva mediante el ejercicio del sufragio individual se nutre de las diferentes 
opciones que presentan los partidos políticos a través de los candidatos que los 
representan”, lo cual implica “la circulación libre de ideas e información respecto de los 
candidatos y sus partidos políticos por parte de los medios de comunicación, de los propios 
candidatos y de cualquier persona que desee expresar su opinión o brindar información”11. 
A este respecto, la Observación General No. 25 del Comité de Derechos Humanos, en el 
contexto del derecho a participar en los asuntos públicos, el derecho de voto y el derecho 
de acceso a las funciones públicas en condiciones de igualdad, menciona que:  
 

“Los ciudadanos también participan en la dirección de los asuntos públicos ejerciendo 
influencia mediante el debate y el diálogo públicos con sus representantes y gracias a 
su capacidad para organizarse. Esta participación se respalda garantizando la 
libertad de expresión, reunión y asociación".12 

 

9. No se debe olvidar que, como guardianes públicos (public watchdog), los medios 
de comunicación tienen un papel fundamental que desempeñar en la promoción de la 
buena gobernanza y el fortalecimiento de la democracia. Así, al explicar cómo funcionan 
las instituciones democráticas y públicas se promueve la confianza pública en ellas. Al 
examinar a las personas que están en el poder y, en su caso, denunciar la corrupción y 
otras irregularidades y malos manejos, los medios de comunicación ayudan a que los 
gobiernos y otros actores poderosos de la sociedad rindan cuentas13. 

 

 
8 TEDH, Handyside vs. The United Kingdom [Pleno], no. 5493/72, Sentencia de 7 de diciembre de 1976. 
9 Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107. Para 119.  
10 Corte IDH. Caso Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2011. Serie C No. 238, párr. 44. 
11 Corte IDH. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 31 de agosto de 2004. Serie 
111. párrs. 88 y ss. Disponible en http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_111_esp.pdf  
12 Naciones Unidas, Comité de los Derechos Humanos. Observación General No. 25. La participación en los 
asuntos públicos y el derecho al voto. 57 período de sesiones (1996), párr. 8. 
13 Ibid.  
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10. Lo anterior también significa, a los efectos de la presente solicitud de opinión 
consultiva presentada por el Estado de Guatemala, que la libertad de expresión goza de 
un amplio reconocimiento general y de una posición jurídica preferente cuando su ejercicio 
tiene lugar en el ámbito político, alcanzando una mayor vis expansiva, desplegando con 
toda amplitud sus efectos. En este sentido, cuando el ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión tiene por objeto asuntos de interés público, como puede ser la recopilación de 
información o análisis crítico de los procesos electorales y el funcionamiento de sus 
instituciones, se debe soportar un mayor grado de permisividad, bajo la premisa de que 
el debate político se ve favorecido por una mayor amplitud de la libertad de expresión y 
de que quienes se exponen públicamente al proceso electoral asumen un mayor grado de 
lesión en la esfera de los derechos de la personalidad, y ello porque se toma en 
consideración el ejercicio simultáneo con otros derechos fundamentales como lo son el de 
participación política o la libertad ideológica. Así, en los escenarios de alto interés público 
como puede ser el contexto electoral, resulta vital el libre flujo de información, tanto en la 
prensa escrita como en las plataformas digitales, fortaleciendo así el debate público, 
garantía de todo Estado democrático. A este respecto, en el caso Ricardo Canese vs. 
Paraguay, la Corte IDH sostuvo que: 

“en el marco de una campaña electoral, la libertad de pensamiento y de 
expresión en sus dos dimensiones constituye un bastión fundamental para el 
debate durante el proceso electoral, debido a que se transforma en una herramienta 
esencial para la formación de la opinión pública de los electores, fortalece la contienda 
política entre los distintos candidatos y partidos que participan en los comicios y se 
transforma en un auténtico instrumento de análisis de las plataformas políticas 
planteadas por los distintos candidatos, lo cual permite una mayor transparencia y 
fiscalización de las futuras autoridades y de su gestión”14. 
 

11. Al producir y brindar información confiable y diversas perspectivas, explicaciones y 
análisis, los medios pueden permitir el debate público y ayudar a construir una ciudadanía 
informada y activa. Esto, a su vez, puede facilitar elecciones libres y justas y otras formas 
de participación pública, compromiso comunitario y procesos de toma de decisiones 
inclusivos, fortaleciendo la gobernabilidad y las instituciones democráticas15. 
 
12. Se debe tener en cuenta que, actualmente, se ha podido observar un cierto auge 
de tendencias autoritarias que han llevado al retroceso de los derechos humanos en 
muchas democracias establecidas y emergentes16. A este respecto, la Relatora Especial de 
las Naciones Unidas (ONU) para la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de 
Opinión y Expresión, junto a los titulares de mandato similar de la Organización para la 
Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), Organización de Estados Americanos (OEA) 
y la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP) han expresado su 
profunda preocupación por “las crecientes amenazas a la democracia, la libertad de 
opinión y expresión y la libertad de los medios de comunicación en todo el mundo, y 
también por la falta general de comprensión del papel de los medios como pilar esencial 

 

 
14 Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2004. Serie C No. 111, párr. 88. 
15 Relatora Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de 
Opinión y Expresión et al., “Declaración conjunta sobre la Libertad de los medios de comunicación y democracia”, 
2023, disponible aquí: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1274&lID=2  
16 Ibid.  
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de la democracia, los derechos humanos y el desarrollo sostenible”17. Así, dichos relatores 
han destacado la actual “disminución de la confianza pública en la gobernabilidad y las 
instituciones democráticas, así como en los medios de comunicación, lo que a su vez ha 
afectado negativamente la sostenibilidad, la independencia y la diversidad de los medios 
y su capacidad para promover la democracia, los derechos humanos, el Estado de derecho, 
la paz y la seguridad”18. El Comité de Derechos Humanos, por su parte, ha expresado su 
preocupación por ”el bloqueo del acceso a las fuentes de debate político, como los medios 
de comunicación locales e internacionales, durante los períodos electorales y la limitación 
del acceso de los partidos y los políticos de oposición a los medios de comunicación”19. 
 
13. Es por ello que cualquier injerencia estatal o normativa que limite el trabajo 
periodístico en estos contextos debe someterse a un escrutinio particularmente estricto 
por su potencial de afectar la integridad democrática. Lo anterior se conecta directamente 
con el riesgo de abuso cuando los Estados adoptan leyes que supuestamente buscan 
proteger a instituciones electorales o al proceso democrático. Normativas como las leyes 
de agentes extranjeros o las leyes de ciberdelitos han sido frecuentemente utilizadas de 
forma abusiva para criminalizar la labor de periodistas, bloquear medios independientes o 
deslegitimar voces críticas. 

14. Algunos ejemplos de leyes de “agentes extranjeros” que han generado controversia 
son los siguientes: 
 

• Rusia: la “Ley de Agentes Extranjeros” del año 2012 ha sido utilizada para clasificar 
como “agentes extranjeros” a medios, ONG y periodistas independientes. 
En Ecodefence and Others v. Russia, el TEDH concluyó que esta ley violaba la 
libertad de expresión y asociación, destacando que constituía un régimen legal que 
imponía un considerable efecto disuasorio (chilling effect) sobre la decisión de 
solicitar o aceptar cualquier financiación extranjera, por insignificante que fuera el 
monto, en un contexto donde las oportunidades de financiación interna eran algo 
limitadas, especialmente en lo que respecta a temas política o socialmente 
sensibles o a causas impopulares a nivel nacional. En consecuencia, dichas medidas 
no podían considerarse como “necesarias en una sociedad democrática”20. 
 

• Hungría: la “Ley de transparencia” del año 2017 exigía a las ONG que recibieran 
financiamiento del exterior registrarse como “apoyadas desde el extranjero”. El 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea la declaró ilegal en 2020, sosteniendo que 
las obligaciones contenidas en dicho cuerpo legal podían limitar la capacidad de las 
asociaciones y las fundaciones de recibir ayuda económica del extranjero y creaban 
un efecto disuasorio sobre los donantes, obstaculizando las actividades de tales 
organizaciones21. 
 

• Nicaragua: la “Ley de Regulación de Agentes Extranjeros” del año 2020 ha servido 
para restringir la participación pública y electoral de medios y organizaciones 
críticas al gobierno. En particular, la CIDH indicó que “dicha ley pretende silenciar 

 

 
17 Ibid.  
18 Ibid.  
19 Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos. Observación General No 34, CCPR/C/GC/34, de 12 de 
septiembre de 2011, párr. 37. 
20 TEDH, Case of Ecodefence and others v. Russia, nos. 9988/13 and 60 others, Sentencia de 14 de junio de 
2022, párr. 186. 
21 TJUE, Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 18 de junio de 2020, Asunto C-78/18, 
ECLI:EU:C:2020:476, párrs. 116 y 118. 
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a las personas y organizaciones identificadas como opositoras y evitar cualquier 
ejercicio de libertades públicas, como la de expresión, asociación, la de participar 
en la dirección de los asuntos públicos, derecho de protesta y derecho a defender 
derechos, entre otros.”22. 
 

15. Asimismo, algunos ejemplos de leyes de ciberdelitos que han sido utilizados contra 
la prensa son los siguientes: 
 

• Filipinas: La “Ley Prevención de Ciberdelitos” de 2012 incluye disposiciones sobre 
difamación en línea que, utilizada contra periodistas y medios de comunicación por 
publicar investigaciones críticas, tales como el arresto de la periodista María Ressa, 
fundadora del medio digital “Rappler”, imputada por “ciberlibelo”. Su arresto fue 
ampliamente condenado por organizaciones internacionales, que lo vieron como un 
intento de intimidar a la prensa independiente. Este caso se convirtió en un símbolo 
global del deterioro de la libertad de expresión en Filipinas, al mostrar cómo leyes 
ambiguas pueden ser usadas para criminalizar el periodismo crítico. 
 

• Venezuela: la “Ley contra el Odio” del año 2017 no es formalmente una ley de 
ciberdelitos, si bien ha sido aplicada en el entorno digital para sancionar contenidos 
críticos al gobierno. La RELE de la Comisión Interamericana ha señalado que es 
incompatible con el derecho internacional de derechos humanos. En particular, ha 
indicado que, “a través de un elenco de figuras penales extremadamente amplias, 
vagas y ambiguas el Estado podrá castigar –a través del derecho penal- 
expresiones que pueden estar protegidas por el derecho a la libertad de expresión 
e incluso suprimir contenidos, al otorgarse al Estado la facultad de bloquear sitios 
en Internet y revocar las licencias de los medios de comunicación audiovisuales23 
 

• Turquía: La Ley de Desinformación del año 2022 criminaliza la difusión de “noticias 
falsas” en línea. Al contener una redacción vaga y ambigua se ha convertido en un 
medio para censurar y silenciar voces críticas de cara a las elecciones. El 12 de 
octubre, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa instó a las autoridades 
turcas a no promulgar esta legislación, a la luz de la opinión urgente de la Comisión 
de Venecia de octubre de 2022. 

 
16. A la vista de lo anterior, resulta primordial que cualquier medida legal que busque 
proteger instituciones públicas no se transforme en un mecanismo para inhibir la crítica o 
el control democrático ejercido por la prensa. Debe destacarse que, recomendaciones 
que implícitamente respalden o alienten la adopción de leyes restrictivas sin garantías 
claras podrían incentivar a los Estados a aprobar legislación desproporcionada que 
probablemente se utilizaría para intimidar o silenciar al periodismo crítico, especialmente 
en contextos políticamente sensibles como son los contextos electorales. Lo anterior 
tendría como resultado un efecto disuasorio: los medios y periodistas podrían optar por 

 

 
22 CIDH, “La CIDH rechaza la Ley de Agentes Extranjeros en Nicaragua y llama al Estado de Nicaragua a su 
derogación”, comunicado de prensa de 21 de febrero de 2021, disponible aquí: 
https://www.oas.org/pt/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/comunicados/2021/043.asp Ver, en sentido 
similar, Resolución del Parlamento Europeo de 8 de octubre de 2020, sobre la Ley de regulación de agentes 
extranjeros de Nicaragua, disponible aquí: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2020-
0259_ES.html  
23 CIDH, “Relatoría especial para la libertad de expresión manifiesta su grave preocupación por la aprobación de 
“la ley contra el odio” en Venezuela y sus efectos en la libertad de expresión y de prensa”, comunicado de prensa 
no. R179/17m de 10 de noviembre de 2017. 
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la autocensura por temor a represalias legales, incluso al informar sobre temas de interés 
público, erosionando así las bases de toda sociedad democrática. 

3. OBLIGACIONES Y LÍMITES DE LOS ESTADOS AL IMPONER RESTRICCIONES 
A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN SOCIEDADES DEMOCRÁTICAS 

3.1 Introducción: límites a la libertad de expresión, con especial énfasis en los 
contextos electorales 

17. Tanto en el ámbito del Sistema Universal, como los Sistemas Interamericano, 
Europeo y Africano de Derechos Humanos, es claro que el derecho a la libertad de 
expresión no es un derecho absoluto, si bien las limitaciones a este derecho son de carácter 
excepcional y deben cumplir con el denominado “test tripartito”. En lo que respecta al 
ámbito interamericano, la Corte IDH, desde su primera decisión relativa a la libertad de 
expresión, destacó que tales restricciones establecidas son indivisibles con el derecho a la 
libertad de expresión, de tal manera que, para imputarle responsabilidad internacional a 
un Estado por la violación del derecho contenido en el artículo 13, es necesario evaluar si 
cumplió o no con los términos del artículo 13.2 de la Convención24. Dicho apartado 
establece que: (i) toda restricción debe estar prescrita por la ley. Lo anterior implica que 
toda restricción debe tener una base jurídica, cuyo tenor esté formulado con precisión25 

(legalidad); ii) la restricción debe perseguir un objetivo legítimo expresamente previsto26 
(legitimidad); y iii) el objetivo de la restricción debe ser necesario y proporcional 
(proporcionalidad). Según este principio, si la restricción es necesaria, debe ser la menos 
lesiva para los derechos humanos, y debe ser compatible con los principios democráticos, 
procurando el uso de medidas menos intrusivas27.  

 
18. En relación con el principio de legalidad, este implica que la restricción se encuentre 
prevista en una ley en sentido formal y material y su definición debe ser expresa y 
taxativa28. En términos de la Corte IDH, esto quiere decir que “las restricciones deben 
estar previamente fijadas en la ley como medio para asegurar que las mismas no queden 
al arbitrio del poder público. Para esto, la tipificación de la conducta debe ser clara y 
precisa, más aún si se trata de condenas del orden penal y no del orden civil”29. En todo 
caso, en el marco de procesos electorales, todo órgano administrativo que tenga la 
facultad de supervisar las normas relativas a los medios de comunicación en períodos 
electorales debería ser independiente del gobierno, y sus decisiones deberían estar sujetas 
a una revisión judicial oportuna30. 

 

 

 
24 Corte IDH. La colegiación obligatoria de periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 36.  
25 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 151, párr. 89. 
26 Ibid., párr. 90. 
27 Ibid., párr. 91. 
28 Corte IDH. La colegiación obligatoria de periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 40.  
29 Corte IDH. Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380, párr. 104.  
30 Relatora Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de 
Opinión y Expresión et al., “Declaración conjunta sobre la Libertad de los medios de comunicación y democracia”, 
2023, disponible aquí: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1274&lID=2  
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19. En relación con el fin legítimo, la CADH permite la restricción del derecho a la 
libertad de expresión en aras de proteger valores imperativos en la sociedad como la 
seguridad nacional o aquellos derivados del orden público. En ese sentido, la Corte IDH ha 
reconocido la dificultad de precisar el concepto de ‘orden público’ o de ‘bien común’, toda 
vez que ambos se pueden utilizar bien sea para afirmar o limitar derechos protegidos por 
la Convención31. No obstante, ha sido enfática al determinar que, a la luz del artículo 29 
de la Convención, ninguno de los dos conceptos aludidos puede invocarse para suprimir 
los derechos protegidos por este instrumento interamericano.  

 
20. En el marco de los contextos electorales, es plausible que los Estados invoquen la 
protección de la (i) seguridad nacional o el orden público o de (ii) la reputación de otros 
como fines legítimos a la hora de justificar la restricción del derecho a la libertad de 
expresión. El primer concepto será analizado a continuación, mientras que el segundo es 
objeto de un mayor desarrollo en el apartado 3.3 del presente escrito de observaciones. 

 
21. Así, la seguridad nacional se invoca con frecuencia como justificación para interferir 
en el acceso a Internet, así como para otras interferencias en el derecho a la libertad de 
expresión32. Si bien esto puede ser, en circunstancias apropiadas, un objetivo legítimo, 
también tiene el potencial de ser utilizado para sofocar la disidencia y encubrir los abusos 
del Estado. Así, el carácter encubierto de muchas leyes, políticas y prácticas de seguridad 
nacional, así como la negativa de los Estados a revelar información sobre la amenaza a la 
seguridad nacional, tiende a exacerbar esta preocupación. Como se ha señalado 
anteriormente: 

“El uso de un concepto amorfo de seguridad nacional para justificar limitaciones 
invasivas del disfrute de los derechos humanos es muy preocupante. El concepto se 
define de forma amplia y, por lo tanto, es vulnerable a la manipulación por parte 
del Estado como medio para justificar acciones dirigidas a grupos vulnerables como 
los defensores de los derechos humanos, los periodistas o los activistas. 
También actúa para garantizar el secreto, a menudo innecesario, en torno a las 
investigaciones o a las actividades de aplicación de la ley, socavando los principios de 
transparencia y responsabilidad” 33. 

 
22. Del mismo modo, la lucha contra el terrorismo como supuesta justificación para el 
cierre de la red u otras interferencias con el acceso a Internet también debe tratarse con 
precaución. Como se señala en la Observación General No. 34, los medios de comunicación 
desempeñan un papel importante en la información al público sobre los actos de 
terrorismo, y deben poder desempeñar sus funciones y obligaciones legítimas sin 
obstáculos34.  
 
23. En últimas, para que proceda una sanción ulterior con sustento en la defensa del 
orden público (ya sea por la seguridad, la moral o la salud públicas), corresponde 

 

 
31 Ibid., párr. 67.  
32 Para un debate más completo sobre la seguridad nacional véase Carver, Richard, “Training Manual on 
International and Comparative Media and Freedom of Expression Law” (Media Legal Defence Initiative (MLDI), 
diciembre de 2015), págs. 77 a 88. 
33 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Informe del Relator Especial sobre la promoción y 
protección del derecho a la libertad de opinión y expresión, A/HRC/23/40, 17 de abril de 2013, párr. 60: 
https://undocs.org/es/A/HRC/23/40 
34 Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos. Observación General No 34, CCPR/C/GC/34, de 12 de 
septiembre de 2011, párr. 46. 
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demostrar que los fines que persigue no son autoritarios, sino que buscan preservar el 
orden democrático “entendido como la existencia de las condiciones estructurales para 
que todas las personas, sin discriminación, puedan ejercer sus derechos en libertad, con 
vigor y sin miedo a ser sancionados por ello”35.  
 
24. En relación con el principio de proporcionalidad y de necesidad de la restricción en 
una sociedad democrática, la Corte IDH hace alusión a los fines que persigue el artículo 
13.2 de la Convención, los cuales dependen del análisis de si buscan proteger un interés 
social imperativo que resulte de mayor rango de garantía que el derecho a la libertad de 
expresión mismo36. En todo caso, las medidas adoptadas deben “restringir en menor 
escala el derecho protegido”37.  

3.2 Desinformación y discurso de odio 

3.2.1 Desarrollos conceptuales  

a. Desinformación 

25. En primer lugar, resulta necesario diferenciar los conceptos de “desinformación”, 
“información errónea”, “información mala o maliciosa” o “propaganda”, usualmente 
aunados bajo el paraguas de la “desinformación”.  
 
26. Así, la desinformación (disinformation), equivalente a notificas falsas o fake news, 
es una información falaz que la persona difunde a sabiendas que es falsa, con la intención 
de causar un perjuicio. Es “una mentira deliberada e intencionada, y apunta a que la gente 
está siendo activamente desinformada por actores maliciosos”38. De acuerdo con el 
informe de 2021 de la Relatoría Especial sobre la Libertad de Expresión y de Opinión de 
Naciones Unidas, la desinformación prospera cuando los regímenes de información pública 
son débiles y el periodismo de investigación independiente es coartado.  

 
27. La desinformación es un fenómeno complejo que presenta múltiples facetas, se 
enfrenta con el periodismo auténtico y la circulación de información fidedigna que cumple 
con las normas y la ética profesional39, y destruye la confianza de la ciudadanía en las 
instituciones democráticas40. Sin embargo, la desinformación y sus afines no son nuevos, 
sino que se han vuelto cada vez más poderosos a medida que han sido impulsados por las 
nuevas tecnologías y la rápida difusión en línea. La consecuencia es que la desinformación 
alimentada digitalmente, en contextos de polarización, corre el riesgo de eclipsar el 

 

 
35 CIDH. Informe Anual 2009. Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Capítulo III Marco 
Jurídico Interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 51. 30 de diciembre de 
2009. Párr. 58.  
36 Corte IDH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 
2006. Serie C No. 141, párr. 165.  
37 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 151, párr. 91.  
38 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión, et al. Declaración 
Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y "Noticias Falsas" ("Fake News"), Desinformación Y Propaganda. 2017, 
pág. 45. Disponible aquí: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1056&amp;lID=2  
39 Periodismo, “noticias falsas” & desinformación: Manual de Educación y Capacitación en Periodismo de la 
UNESCO, pág. 44. Disponible aquí: https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000373349  
40 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Informe del Relator Especial sobre la promoción y 
protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión. A/HRC/47/25, 13 de abril de 2021, párr. 84. 
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periodismo de calidad y la verdad41. En efecto, con la llegada de la era de la información 
y de Internet, la información se difunde más rápidamente, a menudo, con un solo clic42. 
Del mismo modo, la velocidad con la que se transmite la información y el acceso 
instantáneo a la misma, que proporciona Internet, ha provocado una prisa por publicar y 
ser el primero en transmitir la información. Esto, junto con prácticas más insidiosas, como 
la distribución intencional de desinformación con fines económicos o políticos, ha creado 
lo que la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO) denomina una “descarga perfecta” virtual de presiones convergentes que 
alimentan el “desorden de la información”43. 
 
28. Por otro lado, es necesario distinguir la desinformación de la información errónea 
(misinformation), esto es, aquella información que es falsa, pero la persona que la difunde 
cree que es cierta o no tiene la intención de causar un perjuicio44. 

 
29. Por último, la información mala o maliciosa es aquella que se basa en la realidad, 
pero que se utiliza para infligir daño a una persona, organización o país; es decir, la 
información, aunque verídica se difunde con la intención de causar un perjuicio45. 

b. Discurso de odio 

30. Cabe señalar que no existe una definición internacional del discurso de odio y el 
concepto continúa, a día de hoy, en debate. Algunos instrumentos de derecho 
internacional, no obstante, se refieren a él de manera tangencial al momento de establecer 
que, a pesar de la importancia de la libertad de expresión, no todas las expresiones están 
protegidas por el derecho internacional y algunas formas de expresión deben ser 
prohibidas por los Estados46. En el siguiente apartado se analizarán los elementos que 
debe contener un discurso para ser calificado como discurso de odio, diferenciándolo así 
de otros discursos que, si bien pueden ser dañinos para una persona o grupo de personas, 

 

 
41 Periodismo, “noticias falsas” & desinformación: Manual de Educación y Capacitación en Periodismo de la 
UNESCO, pág. 17. 
42 Periodismo, “noticias falsas” & desinformación: Manual de Educación y Capacitación en Periodismo de la 
UNESCO, pág. 56. 
43 Ibid., pág. 57. 
44 Ibid., pág. 45. 
45 Ibid., pág. 45. 
46 Así, por una parte, el artículo 20 del PIDCP establece que: (1) Cualquier propaganda a favor de la guerra 
estará prohibida por la ley. (2) Cualquier apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a 
la discriminación, la hostilidad o la violencia estarán prohibidas por la ley”. Por otro lado, el artículo 4(a) de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial requiere que la 
difusión de ideas basadas en la superioridad racial o el odio, incitación a la discriminación racial, así como todo 
acto de violencia o incitación a tales actos contra cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen 
étnico, sea declarada como delito penado por la ley. Además, el informe de la UNESCO Combatiendo el discurso 
de odio en línea, sostiene que el concepto de discurso de odio hace referencia a “expresiones a favor de la 
incitación a hacer daño (particularmente a la discriminación, hostilidad o violencia) con base en la identificación 
de la víctima como perteneciente a determinado grupo social o demográfico”. UNESCO. Combatiendo el Discurso 
de Odio en Línea [Countering Online Hate Speech], 2015, págs. 10 -11. Asimismo, el artículo 13.5 de la CADH 
establece que “estará prohibida por ley toda propaganda a favor de la guerra o toda apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier 
persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional”. 
Por último, la “Estrategia y Plan de Acción de la ONU para la lucha contra el discurso de odio” define este discurso 
como “cualquier tipo de comunicación ya sea oral o escrita, —o también comportamiento—, que ataca o utiliza 
un lenguaje peyorativo o discriminatorio en referencia a una persona o grupo en función de lo que son, en otras 
palabras, basándose en su religión, etnia, nacionalidad, raza, color, ascendencia, género u otras formas de 
identidad”. ONU, Estrategia y Plan de Acción de la ONU para la lucha contra el discurso de odio, mayo 2019, 
disponible aquí: https://www.un.org/en/genocideprevention/documents/Action_plan_on_hate_speech_ES.pdf 
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no deben ser calificados como tales, en razón de las graves afectaciones que pueden 
acarrear a la libertad de expresión. 

3.2.2 Obligaciones de los Estados y límites para prevenir la desinformación y el 
discurso de odio 

a. Desinformación 

31. Con carácter preliminar se debe señalar que es claro que los medios de 
comunicación, como instrumentos esenciales de la libertad de pensamiento y de expresión, 
deben ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan47. Ahora bien, los 
Estados únicamente podrán establecer restricciones al derecho de libertad de expresión 
de conformidad con el test tripartito previsto en el derecho internacional para tales 
restricciones, que exige que estén estipuladas en la ley, alcancen uno de los intereses 
legítimos reconocidos por el derecho internacional y resulten necesarias y proporcionadas 
para proteger ese interés (para mayor desarrollo, ver supra apartado 3.1).  
 
32. En lo que respecta a la regulación en el combate contra la desinformación, ya sea 
en contextos generales o en contextos específicos electorales, se debe tener en cuenta 
que las prohibiciones generales de difusión de información basadas en conceptos 
imprecisos y ambiguos, incluidos “noticias falsas” son incompatibles con los estándares 
internacionales sobre restricciones a la libertad de expresión, tal y como lo han señalado 
el Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y de Expresión en 
una declaración conjunta de 2017 con otros titulares de mandato similar de la OSCE, la 
OEA y la CADHP48. A la luz de los principios establecidos en dicha Declaración Conjunta, 
el Relator Especial expresó su preocupación por las iniciativas legislativas y regulatorias 
recientes destinadas a restringir las “noticias falsas” y la desinformación. El Relator 
Especial destacó muchas de estas preocupaciones en comunicaciones enviadas 
a Italia, Malasia y Francia49. Y es que este tipo de disposiciones otorgan a las autoridades 
un amplio margen para censurar la expresión de opiniones impopulares, controvertidas o 
minoritarias, así como las críticas al gobierno y a los políticos en los medios de 
comunicación y durante las campañas electorales, lo cual, sin duda, erosiona las bases de 
toda sociedad democrática. 

 
33. También resulta incompatible con estándares internacionales la obligación de 
relatar una verdad entendida como una única realidad y modo de ver esta, y que se 
corresponde con aquella que emana de organismos estatales. En este sentido, la 
Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión adoptada por la CIDH señala que los 
“condicionamientos previos, tales como veracidad, oportunidad o imparcialidad por parte 
de los Estados son incompatibles con el derecho a la libertad de expresión reconocido en 

 

 
47 Corte IDH. Caso Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2011. Serie C No. 238. Para. 44. 
48 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión et al., “Declaración 
Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y "Noticias Falsas" ("Fake News"), Desinformación Y Propaganda”, de 
2017, disponible aquí: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1056&lID=2  
49 OL ITA 1/2018, disponible aquí: https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Opinion/Legislation/OL-ITA-1-
2018.pdf ; 44 OL MYS 1/2018, disponible aquí: 
https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Opinion/Legislation/OL_MYS_03.04.18.pdf ; y 45 OL FRA/5/2018, 
disponible aquí: https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Opinion/Legislation/OL-FRA-5-2018.pdf  
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los instrumentos internacionales”50. En igual sentido, la Corte IDH ha indicado que “no 
sería lícito invocar el derecho de la sociedad a estar informada verazmente para 
fundamentar un régimen de censura previa supuestamente destinado a eliminar las 
informaciones que serían falsas a criterio del censor”51. Además, señaló que el debate no 
puede sacrificar voces bajo el argumento de buscar una verdad única o el bien común, 
sino todo lo contrario. En sus propios términos, la Corte indicó: 

“Los argumentos acerca de que la colegiación es la manera de garantizar a la sociedad 
una información objetiva y veraz a través de un régimen de ética y responsabilidad 
profesionales han sido fundados en el bien común. Pero en realidad como ha sido 
demostrado, el bien común reclama la máxima posibilidad de información y es el pleno 
ejercicio del derecho a la expresión lo que la favorece. Resulta en principio 
contradictorio invocar una restricción a la libertad de expresión como un medio 
para garantizarla, porque es desconocer el carácter radical y primario de ese derecho 
como inherente a cada ser humano individualmente considerado, aunque atributo, 
igualmente, de la sociedad en su conjunto. Un sistema de control al derecho de 
expresión en nombre de una supuesta garantía de la corrección y veracidad de 
la información que la sociedad recibe puede ser fuente de grandes abusos y, en 
el fondo, viola el derecho a la información que tiene esa misma sociedad”52.  
 

34. Por otro lado, resulta capital tener cuenta que el derecho humano a difundir 
información e ideas no se limita a declaraciones “correctas”, sino que también puede 
implicar la difusión de información no veraz. Para ello resulta necesario una aproximación 
a través de la doctrina de la “real malicia”: un estándar legal que exige que, para que un 
medio de comunicación o periodista sea responsable por calumnias o injurias contra 
figuras o instituciones públicas (como lo pueden ser los órganos electorales y sus 
miembros), el demandado (el medio o periodista) debía haber tenido conocimiento de la 
falsedad de la información publicada o haber actuado con una despreocupación temeraria 
sobre su verdad o falsedad53. El objetivo de la misma es evitar la autocensura, esto es, 
evitar que el autor de la publicación se vea inhibido de difundir temas de interés público 
por temor a no poder probar la plena veracidad de la información en los tribunales. 
 
35. Sumado a la doctrina de la real malicia, existe otro estándar relevante que es el de 
la “publicación razonable” (fair comment), según el cual, incluso respecto a aquellas 
declaraciones imprecisas o frente a las cuales no se puede demostrar la veracidad procede 
la protección cuando trata asuntos de interés público y su difusión es razonable54. Es 
común que, dado las circunstancias particulares del trabajo periodístico, sea prácticamente 
imposible verificar con absoluta certeza toda la información que se publica, dado que “las 
noticias son un bien perecedero y cualquier demora en su publicación, incluso por un 

 

 
50 CIDH. Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión. Octubre de 2020. Disponible aquí: 
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=26&lID=2   
51 Corte IDH. Opinión consultiva OC-5/85. La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos). 13 de noviembre de 1985, párr. 33.  
52 Ibid., párr. 77. 
53 “New York Times v. Sullivan” de la Corte Suprema de los Estados Unidos (New York Times Co. v. Sullivan, 376 
U.S. 254 (1964). Ver también, Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Declaración de principios sobre 
libertad de expresión. Obtenido de: https://www.cidh.oas.org/basicos/declaracion.htm y CIDH. Informe Anual 
2013. Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. OEA/Ser.L/V/II.149. Doc. 50. 31 de 
diciembre de 2013, párr. 72 e Informe Anual 2023. Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. 
OEA/Ser.L/V/II. Doc. 386, 6 de diciembre 2023, párr. 1474, entre muchos otros. 
54 Relatora Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de 
Opinión y Expresión, et al., “Declaración conjunta sobre líderes políticos y personas que ejercen la función 
pública, y libertad de expresión”, 2021, recomendación 2.b.iv.b, disponible aquí: 
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1214&lID=2  
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tiempo corto, las podría privar de todo su valor e interés”55. El argumento es que la libertad 
de los medios de comunicación se vería limitada, así como el rol de guardián del interés 
público, si los periodistas y editores tuvieran que verificar cada declaración que publicasen 
en base a un exigente criterio jurídico probatorio. Por tanto, deber ser suficiente con 
ejercer una buena práctica profesional, lo que quiere decir que se deberían hacer esfuerzos 
razonables para verificar la certeza de las publicaciones. Los errores involuntarios de los 
periodistas no se deberían penar de forma que se restrinja la libertad de los medios de 
comunicación. Por eso, se ha privilegiado la buena fe y el profesionalismo en el periodismo 
respecto a difusión de contenido de interés público. A este respecto, la Corte 
Interamericana ha señalado que, en el marco de la libertad de información: 

“…existe un deber del periodista de constatar en forma razonable, aunque no 
necesariamente exhaustiva, los hechos que divulga. Ahora bien, esto no significa una 
exigencia estricta de veracidad, por lo menos en lo que hace referencia a cuestiones de 
interés público, reconociendo como descargo el que la publicación se haga de 
buena fe o justificadamente y siempre de conformidad con unos estándares 
mínimos de ética y profesionalidad en la búsqueda de la verdad. Asimismo, el 
Tribunal advierte que, para que exista el periodismo de investigación en una sociedad 
democrática, es necesario dejar a los periodistas “espacio para el error”, toda vez que 
sin ese margen de error no puede existir un periodismo independiente ni la posibilidad, 
por tanto, del necesario escrutinio democrático que dimana de este”56. 
 

36. Finalmente, debe destacarse que, en consonancia con sus obligaciones jurídicas 
nacionales e internacionales y sus deberes públicos, los actores estatales deberían 
procurar difundir información confiable y fidedigna, incluido en temas de interés público, 
como la economía, la salud pública, la seguridad y el medioambiente57. Lo anterior también 
implica que los actores estatales no deberían efectuar, avalar, fomentar ni difundir de otro 
modo declaraciones que saben o deberían saber razonablemente que son falsas 
(desinformación) o que muestran un menosprecio manifiesto por la información verificable 
(propaganda)58.  

b. Discurso de odio 

37. El discurso de odio es, quizás, el tema que crea más desacuerdo entre los 
defensores de la libertad de expresión, toda vez que definir una línea clara entre un 
discurso que es crítico, pero especialmente protegido, y un discurso que incita a la 
violencia, es extremadamente difícil. La sobrerregulación del discurso de odio puede 
vulnerar el derecho a la libertad de expresión, mientras que la falta de regulación puede 
conducir a la intimidación, acoso o violencia contra minorías y grupos especialmente 
protegidos. 
 
38. El peligro evidente de regular el discurso del odio es que la vaguedad en la 
definición de lo que constituya un acto delictivo se podría utilizar para sancionar las 
expresiones que no tengan la intención ni la posibilidad realista de incitar al odio. A este 

 

 
55 TEDH, Observer and Guardian v. Reino Unido, No. 13585/88. 26 de noviembre de 1991. párr. 60. 
56 Corte IDH, Caso Moya Chacón y otro Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de mayo de 2022. Serie C No. 451, párr. 76 
57 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión et al., Declaración 
Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y "Noticias Falsas" ("Fake News"), Desinformación Y Propaganda. 2017, 
párr. 2. 
58 Ibid.  
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respecto, el TEDH ha censurado la trivialización con la que en ocasiones se ha utilizado el 
concepto de discurso del odio, mostrándose contrario a calificar como tal las 
manifestaciones dirigidas contra las instituciones del Estado o sus símbolos, dado que “la 
posición dominante que ocupan estas instituciones exige a las autoridades de muestras de 
contención en la utilización de la vía penal”59. Además, es importante destacar que el 
discurso de odio no debe confundirse con el discurso chocante y ofensivo, ya que el 
derecho a la libertad de expresión protege especialmente los discursos fuertes, críticos, o 
que causan conmoción u ofensa, incluido aquel dirigido a las instituciones del Estado, como 
pueden ser los órganos electorales60.  
 
39. Por tanto, en aras de evitar una restricción arbitraria por parte de los Estados en 
el ejercicio de la libertad de expresión, tanto en contextos generales como en contextos 
electorales, son necesarias definiciones claras y estrechamente circunscritas de lo que 
significa el término “discurso de odio”, al igual que criterios objetivos que se pueden aplicar 
para determinar que un contenido es efectivamente un discurso de odio. Sobre esto, el 
informe de la CIDH sobre Discurso de odio y la incitación a la violencia contra las personas 
lesbianas, gays, bisexuales e intersex en América, establece que: 

“El discurso de odio no puede abarcar ideas amplias y abstractas, tales como las 
visiones e ideologías políticas, la fe o las creencias personales. Tampoco se refiere 
simplemente a un insulto, expresión injuriosa o provocadora respecto de una 
persona. Así definido, el discurso de odio puede ser manipulado fácilmente para 
abarcar expresiones que puedan ser consideradas ofensivas por otras personas, 
particularmente por quienes están en el poder, lo que conduce a la indebida 
aplicación de la ley para restringir las expresiones críticas y disidentes”61. 
 

 
40. En ese sentido, según la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la 
CIDH, “los Estados solo están obligados a prohibir el discurso de odio en circunstancias 
limitadas, esto es, cuando el discurso constituya incitación a la violencia o cualquier otra 
acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por motivos que 
incluyen la raza, el color, la religión, el idioma o el origen nacional, entre otros (artículo 
13.5 de la Convención Americana)”62. Por lo tanto, un factor clave a la hora de determinar 
si un discurso puede entenderse como de odio, es verificar que haya una intención de 
incitar a la violencia. 

 
41. Además, la CIDH ha establecido que la imposición de sanciones o limitaciones a la 
libertad de expresión bajo los discursos de odio sólo deben suceder si existe una prueba 

 

 
59 TEDH, Jiménez Losantos vs. Spain, no. 53421/10, Sentencia de 14 de junio de 2016, párr. 51. 
60 Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 69, y Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 152. Ver también, TEDH, 
Handyside v. the United Kingdom (Plenary), no. 5493/72, Sentencia de 7 de diciembre de 1976, párr. 49 y 
Observer and Guardian v. the United Kingdom, párr. 59), así como Naciones Unidas, Comité de Derechos 
Humanos. Observación General No 34, CCPR/C/GC/34, de 12 de septiembre de 2011, párr. 11.  
61 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Discurso de odio y la incitación a la violencia contra las 
personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex en América, pág. 4, párr. 11. Obtenido de: 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/odio/Discurso_de_odio_incitacion_violencia_LGTBI.pdf  
62 Inclusión digital y gobernanza de contenidos en Internet, OEA/Ser.L/V/II, CIDH/RELE/INF. 28/24, Junio 2024, 
párr. 179. Ver también, CIDH, Violencia contra Personas LGBTI, OAS/Ser.L/V/II.rev.2 Doc. 36, 12 noviembre de 
2015, párr. 225, así como Artículo 19, Hate Speech Explained: a toolkit. 2015. Disponible aquí:  
https://www.article19.org/data/files/medialibrary/38231/'Hate-Speech'-Explained---A-Toolkit-%282015-
Edition%29.pdf 
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actual, cierta, objetiva y contundente que demuestre que la persona no estaba 
simplemente manifestando una opinión y que, mediante ese discurso, tenía la clara 
intención de cometer un crimen y la posibilidad actual y objetiva de lograr dicha finalidad63.  

3.3. Obligaciones de los Estados y límites para proteger el derecho a la integridad 
personal, honra y dignidad de quienes integran los órganos electorales 

42. Cuando se determina que una persona ha sido difamada y, considera, por tanto, 
que su reputación se ha visto afectada negativamente, es claro que tiene derecho a acudir 
al sistema de justicia, tal y como puede acudir cualquier miembro que integra un órgano 
electoral. Sin embargo, los Estados deben evitar que los remedios impuestos sean 
punitivos y desproporcionados, sobre todo cuando se relacionan con afectaciones a la 
reputación (honra y dignidad) de un funcionario público como lo son las personas que 
integran los órganos electorales.  
 
43. En primer lugar, se debe distinguir entre las formas de expresión que se refieren a 
hechos, de aquellas que se limitan a realizar juicios de valor. Esta diferenciación tiene 
consecuencias prácticas muy relevantes.  

 
44. Así, la Observación General No. 34 del Comité de Derechos Humanos establece 
que, en particular en las leyes penales de difamación, “no deben aplicarse respecto de 
aquellas formas de expresión que no estén, por su naturaleza, sujetas a verificación”64, 
tales como opiniones y juicios de valor. También señala que “todas las formas de opinión 
están protegidas, incluidas las opiniones de carácter político, científico, histórico, moral o 
religioso”65. La doctrina y jurisprudencia Interamericana también ha establecido que 
“únicamente los hechos, y no las opiniones, son susceptibles de juicios de veracidad o 
falsedad”66. 
 
45. Por otro lado, en lo que respecta a las afirmaciones de hechos, cabe destacar que, 
en la mayoría de las jurisdicciones, la prueba de la verdad es una defensa medular frente 
a las acciones legales por difamación, siempre que pueda probarse. Sin embargo, hay un 
abanico de defensas más allá de la prueba de la verdad que pueden utilizarse en procesos 
de difamación, tales como la real malicia y la prueba de la publicación razonable, 
mencionadas y desarrolladas en el acápite anterior (3.3.a).  

 
46. Adicionalmente, la Corte Interamericana ha dejado sentado desde su sentencia en 
el caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela que en casos “un discurso protegido por su interés 
público, como son los referidos a conductas de funcionarios públicos en el ejercicio de sus 
funciones, la respuesta punitiva del Estado mediante el derecho penal no es 
convencionalmente procedente para proteger el honor del funcionario.”67.  

 

 
63 CIDH. Discurso de odio y la incitación a la violencia contra las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e 
intersex en América, pág. 4, párr. 11. Disponible aquí:  
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/odio/Discurso_de_odio_incitacion_violencia_LGTBI.pdf   
64 Ibid., párr. 34. 
65 Ibid., párr. 9. 
66 Corte IDH. Caso Kimel Vs. Argentina. Sentencia de 2 de mayo de 2008. Serie C No. 177. párr. 93 y Caso 
Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 
2009 Serie C No. 193, párr.124. 
67 Corte IDH, Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380, párr. 121. Ver también, Corte IDH, Caso Baraona Bray Vs. Chile. 
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47. En este mismo sentido, la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de 
la CIDH menciona lo siguiente: 

“La protección a la reputación debe estar garantizada sólo a través de sanciones 
civiles, en los casos en que la persona ofendida sea un funcionario público o 
persona pública o particular que se haya involucrado voluntariamente en 
asuntos de interés público. Además, en estos casos, debe probarse que en la difusión 
de las noticias el comunicador tuvo intención de infligir daño o pleno conocimiento de 
que se estaba difundiendo noticias falsas o se condujo con manifiesta negligencia en la 
búsqueda de la verdad o falsedad de las mismas”68. 
 

48. Adicionalmente, la Corte IDH también ha destacado “la necesidad de que, en caso 
de estimarse adecuado otorgar una reparación a la persona agraviada en su honra, la 
finalidad de esta no debe ser la de castigar al emisor de la información, sino la de restaurar 
a la persona afectada” y que “los Estados deben ejercer la máxima cautela al imponer 
reparaciones, de tal manera que no disuadan a la prensa de participar en la discusión de 
asuntos de legítimo interés público”69. En efecto, siempre que sea posible, la reparación 
en casos de difamación debe ser no financiera y estar dirigida directamente a remediar el 
daño causado por la declaración difamatoria, por ejemplo, mediante la publicación de una 
disculpa o corrección. Además, hay mecanismos menos restrictivos para la libertad de 
expresión al que debería acudirse en casos de difamación, tales como el aumento del 
debate democrático70 y el derecho a la rectificación y/o respuesta conforme al artículo 14 
de la Convención Americana, según el cual toda persona afectada por informaciones 
inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio tiene derecho a la rectificación bajo las 
condiciones que establezca la ley71. 

3.4. La importancia de la difusión de información a través de internet y sus límites   

49. En 2012, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (CDHNU) aprobó 
una importante resolución que “Exhorta a los Estados a que promuevan y faciliten el 
acceso a Internet y la cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios 
de comunicación y los servicios de información y comunicación en todos los países”72. 
 
50. La Resolución de la ONU sobre Internet de 2016, adoptada por el Consejo de 
Derechos Humanos, reconoce que Internet puede acelerar el progreso hacia el desarrollo, 

 

 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2022. Serie C No. 
481, párr. 115. 
68 CIDH, Declaración de principios sobre libertad de expresión. Disponible aquí: 
https://www.cidh.oas.org/basicos/declaracion.htm  
69 Corte IDH. Caso Moya Chacón y otro Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de mayo de 2022. Serie C No. 451, párr. 78. 
70 CIDH, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. Marco jurídico interamericano sobre la libertad de 
expresión. OEA/Ser.L/V/II. CIDH/RELE/INF.2/09, 30 diciembre 2009, párr. 112. 
71 Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH. La libertad de expresión en el contexto del Sistema 
Interamericano. Obtenido de: 
 https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=623&lID=2#_edn1  
72 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Promoción, protección y disfrute de los derechos 
humanos en Internet”, A/HRC/20/L.13, 29 de junio de 2012, párr. 2: 
https://ap.ohchr.org/documents/S/HRC/d_res_dec/A_HRC_20_L13.pdf. Esto se amplió en el Consejo de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en 
Internet”, A/HRC/RES/26/13, 14 de julio de 2014: https://documents-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G14/082/86/PDF/G1408286.pdf?OpenElement  
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incluido el logro de los ODS73. En particular, afirma la importancia de aplicar un enfoque 
integral basado en los derechos para brindar y ampliar el acceso a Internet, y llama a los 
Estados a considerar la formulación y adopción de políticas públicas nacionales 
relacionadas con Internet con el objetivo de lograr el acceso universal y el disfrute de los 
derechos humanos en su núcleo74. 
 
51. En efecto, lo que ocurre en el ciberespacio tiene un impacto en la libertad de 
expresión y el Estado. Precisamente, la Declaración Conjunta 2011 sobre Libertad de 
Expresión e Internet pone de manifiesto el carácter negativo que pueden tener limitación 
del internet sobre la libertad de expresión75: 

a)  El bloqueo obligatorio de sitios web enteros, direcciones [de protocolo 
de Internet (IP)], puertos, protocolos de red o tipos de usos (como las 
redes sociales) es una medida extrema -análoga a la prohibición de un 
periódico o una emisora- que sólo puede justificarse de acuerdo con las 
normas internacionales, por ejemplo, cuando es necesario para 
proteger a los niños contra los abusos sexuales. 

 
b)  Los sistemas de filtrado de contenidos impuestos por un gobierno o un 

proveedor de servicios comerciales y que no son controlados por el 
usuario final son una forma de censura previa y no son justificables 
como una restricción a la libertad de expresión. 

 
c)  Los productos diseñados para facilitar el filtrado por parte del usuario 

final deben ir acompañados de una información clara a los usuarios 
finales sobre su funcionamiento y sus posibles riesgos en términos de 
filtrado excesivo”. 

 
52. Por lo tanto, es imperativo que, para que cualquier medida de este tipo sea 
legítima, cumpla estrictamente con la prueba tripartita (desarrollada en el apartado 3.1 
del presente escrito de observaciones). A este respecto, el Comité de Derechos Humanos 
ha señalado en su Observación General No. 34 que: 
 

“Toda limitación al funcionamiento de los sitios web, los blogs u otros 

sistemas de difusión de información en Internet, electrónicos o similares, 

incluidos los sistemas de apoyo a estas comunicaciones, como los proveedores de 

servicios de Internet o los motores de búsqueda, sólo serán admisibles en la medida 

en que sean compatibles con el [artículo 19.3 del PIDCP]. Las restricciones 

permisibles se deben referir en general a un contenido concreto; las prohibiciones 

genéricas del funcionamiento de ciertos sitios y sistemas no son compatibles con el 

[artículo 19.3 del PIDCP]. Tampoco es compatible con el [artículo 19.3 del PIDCP] 

prohibir que un sitio o un sistema de difusión de la información publique material por 

 

 
73 Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, “Promoción, protección y disfrute de los derechos 
humanos en Internet”, A/HRC/Res/32/13, 18 de julio de 2016, párr. 2:  
https://www.refworld.org/cgi-bin/texis/vtx/rwmain/opendocpdf.pdf?reldoc=y&docid=57e916714  
74 Ibid., párr. 12. 
75 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión et al., “Declaración 
Conjunta sobre Libertad de Expresión e Internet”, 1 de junio de 2011: 
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=849 
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el mero hecho de que ese material pueda contener críticas al gobierno o al sistema 

político al que este se adhiere” 76. 

3.5. Medidas alternativas para contrarrestar la desinformación y el discurso de 
odio  

53. Según la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (UNESCO), los métodos no legales para contrarrestar el discurso de odio o la 
información falsa son importantes. Lo anterior también es de aplicación a aquellos 
discursos y manifestaciones que puedan afectar a la independencia de órganos electorales. 
 

54. Una de tales medidas es la promoción de una mayor alfabetización mediática e 
informacional como una respuesta más estructural al discurso de odio en línea77. En vista 
de lo anterior, resulta necesario que los Estados adopten medidas en las que incluyan 
estos temas en los planes de estudio académicos regulares e involucrando a la sociedad 
civil y a otras partes interesadas para la concienciación sobre estas cuestiones78. 
 
55. Por otro lado, el “contra-discurso” es una táctica para contrarrestar el discurso de 
odio o la información falsa, mediante la presentación de narrativas alternativas. En lugar 
de acudir a censurar este tipo de contenidos, el “contra-discurso” busca que no se acuda 
al discurso de odio como respuesta, lo cual puede ayudar a la promoción de discusiones 
democráticas efectivas79. A este respecto, los medios de comunicación deberían evaluar 
la posibilidad de ofrecer una cobertura crítica de la desinformación y la propaganda como 
parte de sus servicios de noticias, lo cual sería congruente con su rol de vigilancia en la 
sociedad, sobre todo en períodos electorales y en debates sobre temas de interés público80. 
Varios gobiernos del continente americano han pasado de mecanismos sancionatorios y 
censuradores del discurso de odio a la promoción de contra-narrativas como respuesta a 
estos discursos81. Sin embargo, aún es necesario promover políticas públicas que 
incentiven las contra-narrativas en vez de la censura y que se fomenten las investigaciones 

 

 
76 Naciones Unidas, Comité de Derechos Humanos. Observación General No 34, CCPR/C/GC/34, de 12 de 
septiembre de 2011, párr. 43. 
77 A este respecto, la UNESCO ha señalado que “Dada la creciente exposición de los jóvenes a las redes sociales, 
la información sobre cómo identificar y reaccionar ante el discurso de odio puede volverse cada vez más 
importante. Es particularmente importante que se incorporen módulos contra el discurso del odio en aquellos 
países donde el riesgo real de violencia generalizada es el más alto. También es necesario incluir en tales 
programas, módulos que reflexionan sobre la identidad, para que los jóvenes reconozcan intentos de manipular 
sus emociones a favor del odio, y estar empoderados para avanzar su derecho individual a ser dueños de sí 
mismos de lo que son y de lo que desean llegar a ser UNESCO. Countering online hate speech, pág. 58. Disponible 
aquí:  
http://unesdoc.unesco.org/images/0023/002332/233231e.pdf  
78 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) et al., “Declaración Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y 
"Noticias Falsas" ("Fake News"), Desinformación Y Propaganda”, de 2017, disponible aquí: 
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1056&lID=2  
79 Kohn, Sally (2018). The Opposite of Hate: A Field Guide to Repairing Our Humanity. Algonquin Books. 
pág. 244. 
80 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión et al, “Declaración 
Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y “Noticias Falsas” (“Fake News”), Desinformación Y Propaganda”, de 
2017, disponible aquí: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1056&lID=2  
81 Bertoni, E. (2010). Estudio sobre la prohibición de la incitación al odio en las Américas. Informe preparado 
para los talleres organizados por el Alto Comisionado en Derechos Humanos de Naciones Unidas. Obtenido de:  
https://www.ohchr.org/documents/issues/expression/iccpr/santiago/santiagostudy_sp.pdf  
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y recolección de información que ayude a comprender este fenómeno y a construir 
respuestas con base en esa evidencia82. 
 
56. Adicionalmente, los medios de comunicación y los periodistas deberían, según 
corresponda, apoyar sistemas efectivos de autorregulación, a nivel de sectores de medios 
específicos (como órganos profesionales) o en el plano de los medios individuales 
(ombudsmen o editores públicos), que incluyen estándares para propiciar la veracidad de 
las noticias, entre otras cosas, contemplando el derecho de rectificación y/o réplica en el 
caso de hechos correctos en los medios83. Asimismo, los medios digitales 
deberían implementar los Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos y tomar medidas con debida diligencia para asegurar que sus productos, políticas 
y prácticas no afecten los derechos humanos. A estos efectos deberían realizar esfuerzos 
suficientes para abordar la desinformación, la información errónea o manipulada 
intencionalmente, así como el envío de correo no deseado relacionado con las elecciones84. 
 
57. Por último, también resulta necesario realizar una referencia a los intermediarios 
de internet, esto es, entidades que facilitan la comunicación y el acceso a la información 
entre los usuarios y los creadores de contenido en la red. Estos intermediarios no crean el 
contenido, sino que lo transmiten, alojan, indexan o permiten el acceso a él. Así, cuando 
los intermediarios pretendan tomar medidas para restringir los contenidos de terceros 
(como la eliminación o la moderación de contenidos) que excedan lo exigido legalmente -
y, en este caso, puedan afectar a la independencia de órganos electorales-, deberían 
adoptar políticas claras y preestablecidas que regulen estas medidas, así como observar 
las garantías mínimas de debido proceso85. Estas políticas deberían estar basadas en 
criterios objetivamente justificables, y no en fines ideológicos o políticos, y en lo posible 
deberían adoptarse tras mantener consultas con sus usuarios. Ahora bien, los 
intermediarios de internet no deberían considerarse responsables por la desinformación, 
la información errónea, la información manipulada o el discurso de odio que se haya 
difundido de forma deliberada en sus plataformas, salvo que intervengan específicamente 
en ese contenido o que incumplan una orden legalmente vinculante de retirar ese 
contenido86.  

4. CONSIDERACIONES FINALES 

58. En el presente documento, Media Defence ha puesto a consideración de esta 
Honorable Corte una serie de argumentos que dan respuesta a algunas de las preguntas 
que hace la República de Guatemala con el propósito de aclarar el alcance de las 
obligaciones estatales -en su dimensión individual y colectiva- para responder a las 

 

 
82 Torres, N. y Taricco, V. (2019). Los discursos de odio como amenaza a los derechos humanos. Buenos Aires, 
Argentina, pág. 19. Centro de Estudios para la Libertad de Expresión. 
83 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión et al., “Declaración 
Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y "Noticias Falsas" ("Fake News"), Desinformación Y Propaganda”, de 
2017, disponible aquí: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=1056&lID=2  
84 Relatora Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de 
Opinión y Expresión et al., “Declaración conjunta sobre la Libertad de los medios de comunicación y democracia”, 
2023. 
85 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y de Expresión et al., “Declaración 
Conjunta Sobre Libertad De Expresión Y “Noticias Falsas” (“Fake News”), Desinformación Y Propaganda”, de 
2017.  
86 Ibid.  
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manifestaciones públicas en redes sociales y medios de comunicación que puedan afectar 
la independencia de los órganos electorales. 
 
59. La libertad de expresión es un pilar fundamental para el funcionamiento de las 
democracias, especialmente en contextos electorales. Su protección debe ser prioritaria, 
pero no es absoluta y puede estar sujeta a limitaciones que sean necesarias, 
proporcionales y legítimas, siempre que se respeten los estándares internacionales de 
derechos humanos. 

 
60. Los Estados tienen la obligación de garantizar la independencia de los órganos 
electorales frente a la desinformación y los discursos de odio que puedan socavar su 
integridad. No obstante, esta protección debe ser compatible con el derecho a la libertad 
de expresión y el derecho a la información. Cualquier medida legal que busque proteger 
instituciones públicas no debe transformarse en un mecanismo para inhibir la crítica o el 
control democrático ejercido por la prensa. 
 
61. Los Estados deben cerciorarse de que todas las restricciones sobre la libertad de 
expresión que se apliquen durante períodos electorales cumplan con los requisitos del test 
tripartito del derecho internacional sobre legalidad, legitimidad del fin perseguido y 
necesidad, lo cual también implica lo siguiente: 

 
a) No deben establecerse leyes generales ni ambiguas sobre desinformación o 

discurso de odio, como prohibiciones respecto a la difusión de “falsedades” o 
“información no objetiva” o definiciones conceptuales vagas. Resulta capital 
tener cuenta que el derecho humano a difundir información e ideas no se limita 
a declaraciones “correctas”, sino que también puede implicar la difusión de 
información no veraz. También son necesarias definiciones claras y 
estrechamente circunscritas de lo que significa el término “discurso de odio”, al 
igual que criterios objetivos que se pueden aplicar para determinar que un 
contenido es efectivamente un discurso de odio. La imposición de sanciones o 
limitaciones a la libertad de expresión bajo los discursos de odio sólo deben 
suceder si existe una prueba actual, cierta, objetiva y contundente que 
demuestre que la persona no estaba simplemente manifestando una opinión y 
que, mediante ese discurso, tenía la clara intención de cometer un crimen y la 
posibilidad actual y objetiva de lograr dicha finalidad. 
 

b) No debe haber censura previa de los medios de comunicación, lo que incluye el 
bloqueo administrativo de sitios web de medios y las interrupciones del servicio 
de Internet. 
 

c) Las leyes penales sobre difamación de funcionarios públicos constituyen 
restricciones desproporcionadas al derecho a la libertad de expresión y, como 
tal, deben ser derogadas. Las normas de derecho civil relativas al 
establecimiento de responsabilidades ulteriores por declaraciones falsas y 
difamatorias no deben aplicarse respecto de aquellas formas de expresión que 
no estén, por su naturaleza, sujetas a verificación, tales como opiniones y 
juicios de valor. En cuanto a las afirmaciones de hecho únicamente serán 
legítimas si se concede a los demandados una oportunidad plena de demostrar 
la veracidad de esas declaraciones, y estos no realizan tal demostración. Los 
demandados también pueden hacer valer otras defensas, como la doctrina de 
la real malicia o de la publicación razonable (fair comment). En todo caso, toda 
limitación que afecte el derecho a difundir pronunciamientos electorales debe 
cumplir con los estándares internacionales aplicables, que incluyen la necesidad 
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de que las figuras públicas toleren un mayor nivel de críticas y escrutinio que 
los ciudadanos comunes.  
 

62. Los actores estatales deberían procurar difundir información confiable y fidedigna, 
incluido en temas de interés público, como la economía, la salud pública, la seguridad y el 
medioambiente. Lo anterior también implica que los actores estatales no deberían 
efectuar, avalar, fomentar ni difundir de otro modo declaraciones que saben o deberían 
saber razonablemente que son falsas (desinformación) o que muestran un menosprecio 
manifiesto por la información verificable (propaganda). 

63. Las soluciones para combatir la desinformación y el discurso de odio deben ser, en 
su mayoría, de naturaleza social y educativa. Las campañas de alfabetización mediática e 
informacional, junto con la verificación de hechos y la difusión de contra-narrativas, siguen 
siendo las estrategias más efectivas para promover la verdad.  

64. Los medios de comunicación y los periodistas deberían apoyar sistemas efectivos 
de autorregulación incluyendo estándares para propiciar la veracidad de las noticias, entre 
otras cosas, contemplando el derecho de rectificación y/o réplica en el caso de hechos 
correctos en los medios, sobre todo en períodos electorales y en debates sobre temas de 
interés público. 

65. Finalmente, agradecemos a la Corte la oportunidad de presentar estas 
observaciones y reiteramos nuestra disposición para responder a cualquier solicitud de 
información adicional o participar en una audiencia pública en el momento que se 
considere oportuno. 

 
 
 
 
 
Carlos Gaio   Padraig Hughes      Marta Cabrera    
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